
 

 

 

 

 
 
 
Honorable Magistrada 
GILMA LETICIA PARADA PULIDO 

Sala Civil Familia Laboral 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE NEIVA. 
E.   S.   D. 

 
 

REF:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA interpuesto por la Señora 

MARIA OFELIA QUINTERO CABRERA contra la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES Y OTROS. RAD. 

41001310500220190017200 

 

 

 ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 

 

 
CESAR FERNANDO MUÑOZ ORTIZ, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Neiva, 

identificado con cédula de ciudadanía Nro. 1.061.713.663 expedida en Popayán-Cauca, abogado 
en ejercicio con tarjeta profesional Nro. 267.112 del C.S. de la J., obrando como apoderado judicial 
sustituto de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en adelante 

COLPENSIONES, en sustitución que me hiciera para actuar dentro del presente proceso la 
Doctora YOLANDA HERRERA MURGUEITIO, identificada con Cedula de Ciudadanía N°. 

31.271.414 de Cali- Valle, con Tarjeta Profesional N°. 180.706 del C.S. de la J., en calidad de 
APODERADA JUDICIAL DE COLPENSIONES por poder especial, amplio y suficiente otorgado 
mediante Escritura Publica No 3366 del 2 de septiembre de 2019 por la Gerente Nacional de 

Defensa Judicial DE COLPENSIONES, de conformidad al auto de fecha 25 de febrero de 2021 y 
estando dentro del término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa presento los 

alegatos de conclusión, en el proceso de la referencia, de la siguiente manera: 
 
Se pudo constatar en el presente caso que el traslado efectuado al RAIS gozo de plena validez y 

de conformidad con lo indicado en el artículo 83 de la constitución política, el cual expresa que la 

buena fe se presume en todos los actos de los particulares y las autoridades, y al ser la ley de 

orden público se presume conocida, por lo que debe entenderse que el contrato de seguro suscrito 

por la demandante fue de manera libre, voluntaria donde acepto las condiciones jurídicas del 

cambio de régimen pensional, toda vez que en el término establecido por la ley para retractarse 

no lo efectuaron,  ahora bien bajo los postulados del artículo 2 de la ley 797 de 2003, la 

demandante ya cumplió la edad para pensionarse, por lo que incumple con el requisito establecido 

en dicha normatividad, en la sentencia de primera instancia el juez cuestiono la falta de asesoría 

por parte de COLPENSIONES, pero es pertinente indicar que hay algo que hay que tener muy 

claro y es que el legislador no impuso ninguna de las obligaciones exigidas hoy por vía 

jurisprudencial para ese entonces ( es decir para el momento de afiliación de la demandante),so 

pena de declarar la nulidad del traslado, razón por la cual no se pueden imponer hoy en el año 

2020 que se tengan en cuenta, para la validez de un acto de traslado de más de 20 años, unos 

requisitos que eran inexistentes y desconocidos para el momento del traslado o afiliación y que 

ahora se pueden surgir por vía jurisprudencial, de otro lado la equivocación de la demandante en 

la selección de un régimen pensional, por no saber cuál es más conveniente es un error de 

derecho, que no vicia el consentimiento, por lo que no existe lugar a exigir a mi representada que 

pruebe haber realizado una detallada descripción de los elementos del RAIS, ni que ante la 

ausencia del tal prueba se genere la nulidad del traslado, puesto que no se puede mal interpretar 

lo establecido en los artículos 164 y 167 del C.G.P, dado que quien debe probar el supuesto 

engaño o vicio del consentimiento son los demandantes, sin que sea posible afirmar que la 

administradora COLPENSIONES guardo silencio frente al acto de traslado. 

 



 

 

 
 

 

 

 

 
Conforme a lo anterior y para el caso en concreto se evidencio que efectivamente la señora 
MARIA OFELIA QUINTERO CABRERA nació el 14 de septiembre de 1963 y a la fecha cuenta 

con 52 años de edad, por lo que no es posible el traslado de régimen de tal manera que ya cumplió 
la edad para pensionarse encontrándose dentro del régimen de prohibición ya les hace falta menos 

de 10 años o inclusive ya cumplieron la edad para ser acreedores, aunado a que no se pudo 
evidenciar elementos que demuestren de manera objetiva que el traslado y afiliación al régimen 
de ahorro individual se haya realizado mediante engaño o información superflua, falaz o 

incompleta, por parte del fondo privado adicional a que la afiliación no fue realizada por la 
Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 

 
Con todo lo indicado y analizado, se evidencia que la hoy demandante presentan una vinculación 

al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, lo que significa que, a la fecha, la afiliación 

efectuada al Régimen de Ahorro Individual tiene plena validez, máxime cuando han permanecido 

afiliada desde hace más de 20 años, sin que hubiera ejercido dentro del término legal el traslado 

de régimen, dicho silencio conlleva a manifestar que la demandante conocía las consecuencias 

generadas con el traslado de régimen y aun así permaneció en él, y dicha permanencia es una 

señal de aceptación que impide alegar que se encuentra viciado de nulidad por falta de 

información veraz, real y completa. 

 

En lo referente a la prescripción de derechos sociales, como argumento de defensa para la 

entidad, se encuentra establecido en el artículo 488 del CST que “Las acciones correspondientes 

a los derechos regulados en este Código prescriben en tres (3) años, que se cuentan desde que 

la respectiva obligación se haya hecho exigible, salvo en los casos de prescripciones especiales 

establecidas en el Código Procesal del trabajo o en el presente estatuto”. En ese mismo sentido 

el artículo 151 del CPTSS dispone que “Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán 

en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple 

reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual”. A su vez el 

artículo 1750 del Código Civil, el cual determina que: “Plazos para interponer la acción rescisión. 

El plazo para pedir la rescisión durara cuatro años.” Este cuatrienio se contará, en el caso de 

violencia, desde el día en que ésta hubiere cesado; en el caso de error o de dolo, desde el día de 

la celebración del acto o contrato. 

 

Sean los anteriores argumentos suficientes para solicitar Honorable Magistrada negar las 

pretensiones de la demanda, en el sentido de REVOCAR la sentencia emitida por el Juzgado 

Segundo Laboral del Circuito de Neiva, la cual es objeto de inconformidad y por consiguiente 

absolver a LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- “COLPENSIONES” de 

toda condena. 

NOTIFICACIONES 

El suscrito y mi representada recibiremos notificaciones en el Edificio la Quinta, Carrera 5 Nro. 8-
75, Oficina 205 de la ciudad de Neiva. Nro. Cel. 3146624289. Correo electrónico 

cesarfernandom@hotmail.com. 
  
Cortésmente, 

 
 

 
CESAR FERNANDO MUÑOZ ORTIZ 
C.C. 1.061.713.663 de Popayán- Cauca. 

T.P. 267.112 del C. S. de la J. 
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PROCESO ORDINARIO LABORAL DE MARÍA OFELIA QUINTERO 
CABRERA CONTRA LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES-COLPENSIONES Y LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE  PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 
 

Conforme se presentó y sustentó oportunamente el recurso de apelación 

interpuesto por la las demandadas PROTECCIÓN S.A. y COLPENSIONES contra 

la sentencia del once (11) de marzo de 2020, proferida por el Juzgado Segundo 

Laboral del Circuito de Neiva, y dispuesta la consulta de dicha providencia a 

favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, se admitirá la consulta y 

apelación de la misma, conforme al artículo 82 del C.P.T.S.S. modificado por el 

artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.  

 

De otro lado, y en procura de desatar la instancia en el presente asunto, resulta 

pertinente realizar las siguientes precisiones:  

 

El Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, 

en especial aquellas contenidas en el artículo 215 de la Constitución Política, 

expidió el Decreto 806 del 4 de junio de 2020, “Por el cual se adoptan medidas 

para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 

los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica”.  

 

El citado decreto establece en el numeral 1° del artículo 15 que “Ejecutoriado 

el auto que admite la apelación o la consulta, si no se decretan pruebas, se 



dará traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) 

días cada una, iniciando con el apelante. Surtidos los traslados 

correspondientes, se proferirá sentencia escrita”.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala Civil Familia Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Neiva, en sesión ordinaria del 11 de junio de 

2020, acordó dar prevalencia a la norma adjetiva del Decreto 806 del 4 de junio 

de 2020, y así se dejó consignado en Acta número 5.  

 

Por consiguiente, y comoquiera que resulta imperante dar aplicación a la 

referida normatividad, misma que regula el trámite procesal en segunda 

instancia, dada la Emergencia Económica, Social y Ecológica, establecida por 

el Gobierno Nacional, mediante Decreto 844 del 26 de mayo de esta anualidad, 

se ordenará, que por Secretaría se corra traslado a la parte recurrente, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 110 del Código General del Proceso, 

para que dentro del término de cinco (5) días presente las alegaciones de 

conclusión.  

 

Para tal efecto, la Secretaría deberá fijar en lista el traslado correspondiente 

una vez quede ejecutoriada la presente providencia.  

 

Así mismo, se ordenará, que vencido el término concedido al recurrente para 

alegar de conclusión, por Secretaría se proceda conforme lo regula la norma 

en cita, esto es, se correrá traslado de los alegatos por el término de cinco (5) 

días a la parte contraria, para que, si a bien lo tiene, ejerza el derecho de 

réplica que le asiste. 

  

Por lo expuesto se,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - ADMITIR la consulta y las apelaciones propuestas, conforme al 

artículo 82 del C.P.T.S.S. modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007.  

 

SEGUNDO. - ORDENAR que por Secretaría y una vez quede ejecutoriada la 

presente providencia, se corra traslado a la parte recurrente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 110 del Código General del Proceso, por el término de 

cinco (5) días, para que alegue de conclusión.  



 

TERCERO. – Cumplido lo anterior, de forma inmediata, por Secretaría 

procédase a correr traslado por el término de cinco (5) días del escrito de 

alegación presentado por el recurrente a la contraparte, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 110 del Código General del Proceso, debiéndose en 

consecuencia, poner en conocimiento de la parte interesada lo pertinente.  

 

CUARTO. – Surtido el trámite aquí ordenado, retornen inmediatamente las 

diligencias al despacho para lo de su cargo.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

GILMA LETICIA PARADA PULIDO 
Magistrada 
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